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01.IV.1.2 
Educación infantil de 0-3 años

Al igual que en los últimos años, las cuestiones más importantes que se han planteado en relación a las 
enseñanzas del primer ciclo de Educación infantil durante 2014, han sido aquellas que se refieren al cálculo 
de las cuotas y bonificaciones de los precios públicos a aplicar por una plaza en este nivel educativo.

Desde 2007, ejercicio en el que por primera vez se formuló una Recomendación al respecto, hemos venido 
poniendo de manifiesto a las Administraciones competentes la necesidad de arbitrar un procedimiento 
que permita a las familias acreditar en cualquier momento la modificación sustancial de la situación 
económica para poder realizar un cálculo de la cuota a pagar más acorde con su situación real. Y ello, 
porque el cálculo de las cuotas de estos servicios se hacía en función de los ingresos de la unidad familiar 
obtenido en los dos ejercicios anteriores al pago. 

Nuestra insistencia tuvo como reflejo que en la Orden de 3 de agosto de 2010 se estableciera que el 
cálculo de las bonificaciones de determinados servicios complementarios (comedor y aula matinal) se 
realizara conforme a la declaración de renta del mismo ejercicio fiscal, si bien esta modificación no se ha 
llevado a cabo con respecto a las cuotas correspondientes al servicio de atención socioeducativa, por la 
imposibilidad de modificar el calendario establecido para el proceso de escolarización, según el criterio 
administrativo.

Ello conlleva que, hasta el momento, las familias, que son muchas por la actual coyuntura económica, 
que ven mermados sus ingresos, tengan que hacer frente al precio público que se ha de abonar por la 
prestación de los servicios socioeducativos de sus hijos como si siguieran disfrutando del nivel de renta 
que tenían dos años antes. Este proceder no se acomoda en absoluto al principio de capacidad económica 
reconocido en la Constitución. 

Por su parte, nuestra actuación también ha ido dirigida a que, a los mismos efectos de cálculo de cuota y 
bonificación, se admitan como documentos acreditativos de los ingresos de la unidad familiar del ejercicio 
fiscal correspondiente, las declaraciones de rentas presentadas fuera de plazo reglamentario (desde el 
punto de vista fiscal) o, en el caso de que la Agencia Estatal de la Administración Tributaria no pueda 
facilitar los datos relativos a la renta de todos los miembros de la unidad familiar (como ocurre en aquellas 
familias en que alguno de sus miembros es extranjero y carece de Número de Identificación Extranjero), 
se admita cualquier otro documento que acredite la realidad de la percepción.

Consideramos que la obligación de la Administración educativa es la de comprobar los ingresos de la 
unidad familiar computables a efectos de aplicar las correspondientes bonificaciones, permitiendo que 
los interesados puedan acreditarlos con todos los medios admitidos en derecho, así como que, para ello, 
las normas aplicables han de ser interpretadas bajo los principios de equidad e igualdad y, sobre todo, 
teniendo en cuenta el interés superior del menor. Es a este, en definitiva, a quién se destinan o no los 
recursos susceptibles de permitirles recibir una atención socioeducativa que les facilite un desarrollo 
adecuado e integral como persona, además de constituir, en muchísimos casos, la única posibilidad para 
sus progenitores de compatibilizar sus vidas laborales y familiares.

Sobre este asunto debemos remontarnos a las actuaciones recogidas en las quejas 12/2871 y 12/6151, en 
las que se contienen los fundamentos jurídicos que nos sirvieron de base para formular las Resoluciones 
que reflejan los criterios y posicionamiento mantenido por esta Defensoría hasta el día de hoy.

Todos los asuntos que nos han sido planteados relacionados con los distintos aspectos a los que venimos 
refiriéndonos, han sido analizados y valorados bajo la perspectiva de dichos criterios, lamentando que, hasta 
el momento, no se haya producido un cambio significativo en la respuesta de la Administración educativa 
ni en cuanto a la posibilidad de modificación del Decreto 149/2009, por el que se regulan los centros 
que imparten el primer ciclo de la Educación infantil, ni en cuanto a la flexibilización en la interpretación 
de las normas que contienen, sin que ello nos haga perder la confianza en que finalmente se podrán 
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encontrar los medios técnicos que permitan posibilitar a aquellos que se encuentran en situaciones más 
desfavorables acceder a un servicio educativo esencial para la infancia. (Queja 13/5741).

En materia de Educación infantil también aludimos a una problemática para cuya resolución se precisaba 
de una modificación normativa. Y es que por acuerdo de 1 de febrero de 2013, firmado entre la Consejería 
de Educación y la mesa de infantil de los centros conveniados del primer ciclo de Educación infantil, 
se declaró como día festivo el día de la comunidad educativa, el cual se estableciera como tal en las 
correspondientes resoluciones de las Delegaciones Territoriales de Educación.

Se nos planteó que este acuerdo contraviene el artículo 29 apartado 1 del Decreto 149/2009, de 12 de 
mayo, que establece el calendario y horarios específicos para las escuelas y centros que imparten en este 
nivel educativo, ya que en ningún caso dicho precepto legal reconoce el día de la comunidad educativa. 

Es perfectamente válido que la Administración educativa, en el ámbito de la organización y autogestión 
de un servicio público que directa o indirectamente ha de prestar a la ciudadanía, establezca con los 
distintos agentes u organizaciones patronales o sindicales aquellos acuerdos que, sin merma alguna de la 
calidad en el servicio y teniéndose siempre en cuenta la confluencia de los distintos intereses que pueden 
presentar la comunidad educativa afectada (alumnado, padres y madres y personal docente y directivo 
de los distintos centros), contribuyan de una manera clara a la plena satisfacción de dicho servicio. Dicha 
autonomía organizativa, no obstante, debe estar necesariamente limitada por el principio de legalidad 
en cuanto a que cualquier medida que se adopte ha de estar debidamente encuadrada en la norma que 
le corresponda en función de la naturaleza de la misma.

En el presente caso, se trataría de un acuerdo que modifica las previsiones contenidas en una norma 
reglamentaria, por lo que hemos recomendado a la Administración educativa modifique el Decreto 
149/2009, a efectos de incluir en el calendario escolar el día de la comunidad educativa como no lectivo. 
Nuestra Resolución ha sido aceptada.(Queja 14/1242).

01.IV.1.3 
Escolarización del alumnado

En los últimos ejercicios, comprobamos que, aunque los problemas en la escolarización continúan dando 
lugar a un importante número de quejas, estamos lejos de otras etapas en las que la ingente avalancha 
que se producía cada año daba la sensación de ser una materia que resultaba casi imposible encontrar 
soluciones que permitieran acabar con esta enorme conflictividad. 

La disminución de esta conflictividad se ha debido a la labor de la Administración educativa en analizar 
la enorme casuística que se venía produciendo en el proceso de escolarización, de manera que, a través 
del establecimiento de nuevas normas o la modificación de las existentes, se ha llegado a reducir casi al 
mínimo, las posibilidades de comisión de aquellos fraudes que generaban mayor controversia. El éxito 
también hay que reconocérselo al resto de la comunidad educativa –equipos directivos, comisiones de 
escolarización, ampas- así como aquellos otros organismos públicos, sin cuya colaboración sería imposible 
evitar o corregir el importante número de irregularidades de antaño, como son los ayuntamientos o la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 

Una importante labor de concienciación de todos los agentes implicados ha hecho posible que cada 
año sean menos los que, no respetando las reglas del juego, vean cumplidas sus expectativas a costa 
de vulnerar el derecho de quienes de buena fe concurren a un procedimiento obligado y necesario para 
ejercer el legítimo derecho a la educación consagrado constitucionalmente.

De este modo, la mayor conflictividad se pone de manifiesto ahora cuando de lo que se trata es de 
escolarizar a todos los hermanos o hermanas en un mismo centro docente, poniéndose en juego tanto el 
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